Expte. Nº 42.749 “LOPEZ LIDIA MABEL C/ SINDICATO DE TRABAJA​DORES  MUNICIPALES  DE LINCOLN S/ DAÑOS Y PERJUICIOS  IM​CUMP. CONTRACTUAL”.-

Nº de Orden: 157

Libro de Sentencias Nº 49

///NIN, a los tres días del mes  de  Julio  del año dos mil ocho, reunidos en Acuerdo Ordinario los Se​ñores Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Ci​vil y Comercial de Junín Doctores RICARDO MANUEL CASTRO DURAN, PATRICIO GUSTAVO ROSAS Y JUAN JOSE GUARDIOLA, en causa Nº 42749 caratulada: "LOPEZ LIDIA MABEL C/ SINDI​CATO  DE TRABAJADORES MUNICIPALES DE LINCOLN S/ DAÑOS Y PERJUICIOS IMCUMP. CONTRACTUAL.-", a fin de dictar sentencia, en el siguiente orden de votación, Doctores: Guardiola, Castro Durán, Rosas.-

              La Cámara planteó las siguientes cuestio​nes:

               1a.-  ¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?

               2a.-  ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A LA  PRIMERA CUESTION,  el Señor Juez Dr. Guardiola, dijo:

               1.- En la sentencia dictada a fs. 240/249 se hace lugar a la demanda que por daños y per​juicios por incumplimiento contractual  promovió  Lidia Mabel López contra el Sindicato de Empleados  Municipa​les de Lincoln, haciéndose extensiva la  condena  a  la Municipalidad  de  Lincoln como tercero en los términos de  los arts. 94, 96 y conc. del CPCC, por la suma de $ 11.299,40  en concepto de daño emergente, con más inte​reses a la tasa pasiva desde el 19/9/2001 y costas.

               El  reclamo que se recepta se fundamenta en que la actora como beneficiaria del seguro colectivo de vida contratado por el Sindicato al que está afilia​da con la Compañía Protección Bs. As. SA, ocurrido el siniestro por el fallecimiento de su esposo el 2/9/2001, no pudo percibir las sumas que le correspon​dían según póliza (15 sueldos básicos más antigüedad y adicional por fallecimiento de $1.400) en razón del rechazo de cobertura por falta de pago comunicado  por la aseguradora, no obstante las  retenciones  mensuales que se le hacían de su sueldo por la prima respectiva.

               La  responsabilidad  que  se atribuye al Sindicato  deriva  de las obligaciones que como contra​tante tomador asumió ante la aseguradora y  la  benefi​ciaria,  entre  las que figuraba el pago mensual de las primas por adelantado con un plazo de gracia de 30 días computable desde el vencimiento de cada una con caduci​dad  automática  ante la falta de pago en término, cir​cunstancia  esta última que operó al no pagarse en tér​mino las primas correspondientes a los meses de julio y agosto de 2001. Desecha la sentenciante cualquier  exi​mente, toda vez que no podía desconocer  su  incumpli​miento, sin haber demostrado la realización de gestio​nes oportunas y pertinentes para hacerse de los  fondos retenidos por la Municipalidad en tiempo  propicio.  En tal sentido destaca que no formuló reclamo fehaciente al  Municipio para la remisión de los giros respectivos a ese fin sino con posterioridad al hecho motivo de au​tos. 

               En lo concerniente a la Municipalidad señala que sus propios actos ratifican la modalidad  de retención  que venía sosteniendo a manera de un mandato tácito por ella  asumido y aceptado por el Sindicato, hasta que comunicara su cese recién a partir del 1/10/2001, es decir luego del fallecimiento y de la au​sencia de cobertura. Puntualiza que la vinculación con​sentida  entre  ambas instituciones puede ser motivo de un eventual reclamo entre sí, pero no puede vulnerar los derechos de los empleados afiliados, como terceros ajenos y afectados por las omisiones de ambas partes en esa relación.

               2.- Apelaron la Municipalidad y el Sin​dicato (fs. 253/254). Éste en su expresión de agravios de fs. 263/267 postula la revocación del fallo sobre la base de la culpa exclusiva del tercero citado. Argumen​ta que no era agente de retención ni obligado al pago con otros recursos que no fueran los  de  los  propios trabajadores afectados a tal fin. Fue la apropiación  y falta  de entrega en tiempo oportuno lo determinante de la  falta de pago de las primas en tiempo oportuno y de la consecuente falta de cobertura. Aduce que se reclamó persistentemente el pago de  las  retenciones,  citando declaraciones testimoniales, por lo que no hubo un accionar negligente de su parte; y que cualquier reque​rimiento  formal aunque deslindara responsabilidades no hubiera  obtenido  mejor  resultado. Cita por último un precedente de este tribunal, en el cual se rechazó como excusa de la responsabilidad del Municipio la falta  de pago de la prima por parte del Sindicato. 

               A su turno el  apoderado de la Comuna pretende la nulidad del fallo por considerar falto de fundamentación el rechazo del planteo de falta de legi​timación pasiva. Lo critica también sosteniendo que  la calidad de terceros con virtualidad procesal como  para poder resultar condenada no se aplica, en virtud de  no existir  obligación  legal  de retener sumas y no haber celebrado contrato alguno ni con el actor empleado, ni con  la aseguradora ni con el sindicato; siendo descar​table la interpretación de un mandato cuando por ejemplo nunca  el sindicato le comunicó la aseguradora actuante.

               Habiendo ejercido el derecho de  réplica la actora respecto de ambos recursos a fs. 279/282 y el apoderado municipal en relación a la queja del sindica​to  a  fs. 283/284, firme que restó el llamado de autos para sentencia de fs. 286, las actuaciones han quedado en condiciones de ser resueltas (art. 263 del CPCC)

               3.- Anticipo que los agravios son infun​dados  y que ninguno de los dos recursos puede prospe​rar.

               En primer lugar, en relación al Sindica​to, digamos que "Toda vez que el seguro colectivo de vi​da o por incapacidad involucra la presencia de tres su​jetos, la aseguradora, el tomador o principal y el  be​neficiario,  el perjuicio que este último pueda padecer como consecuencia de la no cobertura del siniestro  por razones imputables al principal o tomador, colocan al reclamo en el  ámbito de la responsabilidad contrac​tual" (CC0103 LP 242037 RSD-70-4 S 13-4-2004, JUBA B202242)

               Explica Rubén S. Stiglitz ("Seguro co​lectivo o de grupo"  LA  LEY  2003-E, 1220) que "El contrato de seguro colectivo constituye un contrato ce​lebrado  en favor de tercero donde, el tomador-promisa​rio  o "leader", quien actúa en nombre propio, no esti​pula en su interés sino en el de cada uno de los asegu​rados. El asegurador es el promitente/obligado, y el asegurado, que es ajeno a la celebración del contrato, se constituye en tercero en cuyo favor estipulan los dos primeros y, por tanto, titular del interés asegura​ble. En consecuencia, el seguro  colectivo  se  celebra por cuenta  y  en  interés del asegurado/adherente. El asegurado,  a su vez, puede designar beneficiario (arg. art.  153,  L. S.) o, bajo ciertas circunstancias, serlo él  (art.  156, L. S) como, por ejemplo cuando, siendo una persona física se integre al grupo (art. 156-2, L. S.). Como se advierte, en el seguro colectivo la re​gla general se halla constituida por la disociación de la persona del tomador con la del asegurado, contraria​mente a lo que acontece en el seguro individual en que, en principio, existe coincidencia de ambas figuras sal​vo los  supuestos  del seguro por cuenta ajena. Por lo demás,  el seguro colectivo se caracteriza por la exis​tencia, en todos los casos, de una pluralidad de asegu​rados (...) El contrato lo formalizan, por  una  parte, el asegurador y, por otra, el tomador del seguro quien lo hace en carácter de contratante, suscriptor o  esti​pulante, lo que significa que, en principio, recaen so​bre él,  predominantemente, la obligación de pago del premio y ciertas cargas informativas en favor del ase​gurado. Entre estas últimas no  incluimos  la  denuncia del  siniestro la que, por su naturaleza, incumbe al asegurado. Es de práctica que el tomador deba  observar cargas informativas, como ser, comunicar al asegurador el fallecimiento del asegurado, certificar la exactitud de los datos suministrados por los adherentes  que  re​sulten de las solicitudes individuales, comunicar en el plazo establecido en la póliza las altas y bajas de  la nómina inicial, responder al  asegurador  sus  requeri​mientos de información, así como cumplir con la obliga​ción de pago de las primas en la  oportunidad  prevista en la póliza, etcétera.(....) En la relación tomador/a​segurado, se tiene repetidamente expresado que se trata de un mandato en que el  primero  -en  su  carácter de principal- responde de los daños causados al adherente si omite descontar el valor del premio del sueldo men​sual para pagarle al asegurador (C. Apel  CC  Concordia, sala III, 16-3-94, "Monzón M. c. Municipalidad de Fede​ral", DJ, 1994-2-157; CN Com., sala A,  8-3-2002,  "Luna de  Martinucci  R.  c. Banco Río de La Plata S.A.", JA, 2002-II-483), o la de un simple intermediario (  C  1a. CC, Bahía Blanca, sala II, 21-3-95, "Sánchez Y. c. Rup​pel Z.", LLBA, 1995-702; DJBA: 148-2145)."

               Respecto  de esto último, dirá ese mismo autor en otro trabajo ("Seguro colectivo de vida" RCyS 2006, 107): "A nuestro modo de ver, el tomador del se​guro, no actúa como mandatario porque si así fuera, el contrato de seguro se celebraría no sólo por cuenta si​no en nombre de los integrantes del grupo. De ser co​rrecto nuestro diagnóstico, el fundamento de la respon​sabilidad  del tomador por daño a los intereses del/los adherente   debe  hallarse  en  el  incumplimiento  del contrato de seguro (conexo), donde se ha estipulado su obligación de hacerse de los fondos  para  afrontar  el pago del premio."

               Lo cierto es que como  sigue  exponiendo "El tomador del seguro es quien asume frente al  asegu​rador,  de  modo especial, la obligación del pago total del premio. En principio, en cuanto a  la  persona del obligado, habrá de estarse a lo que establece  el  art. 27,  L. S., norma imperativa por su texto. La póliza co​rrespondiente a los seguros colectivos, en ocasiones, establece que el tomador debe afrontar el pago rete​niendo el importe del premio de los haberes del  asegu​rado.  Ello  comporta  responsabilidad  del  estipulan​te/promisario si es que omite hacerlo. Y si el tomador es el Estado, le es aplicable lo dispuesto por el  art. 1112 del  Cód. Civil, por lo que la consecuencia de su omisión consiste en afrontar el pago de  la  indemniza​ción debida al beneficiario."

               La  figura del tomador continúa durante toda  la vida del contrato y cumple una función princi​pal dentro de las relaciones con  los  componentes  del grupo  y el asegurador (CN Com Sala A 24/03/2003 "Corso, Felipe c. BBVA Banco Francés y otro" JA 2003-III, 784)

               Julián A. De Diego ("Introducción al es​tudio del seguro de vida colectivo voluntario para tra​bajadores dependientes" LA LEY 1983-C, 884), refirién​dose a los deberes del tomador - sin que vaya en detri​mento de sus conclusiones que el estudio se  centre  en la contratación por parte del empleador- destaca  entre ellos el "cancelar las primas adeudadas dentro del pla​zo de gracia, a fin de mantener la vigencia de  la  co​bertura, particularmente si se ha formalizado la reten​ción y se ha producido un siniestro", rematando que "La obligación genérica del tomador o contratante tiene vi​tal importancia a los fines de concretar la operación y mantener eficientemente la operatoria del seguro. Exis​te así, una carga genérica de intermediación entre el asegurado y el asegurador consistente en la retención y pago  de la prima en la obligación genérica de informar el "estado de riesgo" y sus variantes, y  en  el  sumi​nistro e intercambio de la documentación que resulte necesaria para la  ejecución de las obligaciones contractuales. Eventualmente, la pérdida de una expec​tativa como la pactada en el contrato por culpa del to​mador lo hace responsable de los daños y perjuicios que podrían consistir en suplir la pérdida originada en una imposibilidad de  pagar  la  indemnización  a cargo del asegurador, derecho que podrán ejercer los asegurados y en su caso los beneficiarios." - Todos  los  resaltados me pertenecen-

               Tenemos entonces que "de acuerdo a su naturaleza jurídica, en el seguro colectivo, una enti​dad contrata una cobertura determinada para un grupo de beneficiarios. Se trata de un seguro a favor de  terce​ros...."  (CC0000 DO 82318 RSD-173-5 S 6-5-2005, " Za​pata, Luisa Graciela c/ Caja de Seguros de Vida S.A. s/ Cumplimiento de Contrato" JUBA B950860), regido en lo sustancial por el art. 504 del C Civil.

               Siendo ello así y toda vez que en las relaciones obligacionales  entre el estipulante y el tercero beneficiario, éste cumplió efectiva, íntegra y oportunamente la prestación a su cargo (afrontar eco​nómicamente el pago de la prima respectiva) la que se concretó en la forma negocialmente dispuesta (a través del descuento de sus haberes; arts. 1197 y 1198 C. Civil) - aspecto sobre el cual no existe controversia-, viendo cercenado su derecho (el cobro de la indemnización co​rrespondiente  ocurrido  el  siniestro)  por la defensa opuesta  por  el promitente (aseguradora), propia de la relación  principal,  derivada  de la inobservancia del cocontratante/ estipulante de los términos de la póliza de  seguro en cuestión (pago oportuno) - ver López de Zavalía Contratos Parte General p. 575; Mayo en Código Civil de Belluscio-Zannoni To. 2 p. 577- , el incumpli​miento material y absoluto como presupuesto de la  res​ponsabilidad del Sindicato resulta innegable.

               El mismo no pasa a ser inimputable ni desvinculado causalmente del daño provocado por falta de autoría, como se postula, por la retención indebida que  de los fondos descontados hiciera la Municipalidad empleadora.

               La delegación de la percepción de las sumas respectivas de sus afiliados asegurados, a la Mu​nicipalidad, no lo sustraía de sus deberes negociales -subsistentes como se ha dicho durante toda la vigencia del contrato de seguro colectivo-  no  solo  frente  al promitente sino tampoco en relación a los titulares del interés asegurado. En el marco de la relación de consu​mo  por  el  servicio que prestaba a sus afiliados, con una obligación de resultado claramente asumida (pago de la prima), no puede predicarse de acuerdo al  principio de lealtad y buena fe negocial y lo que las partes ra​zonablemente pudieron entender al contratar, que  estu​viera contemplada como causal justificativa de su omi​sión ante quien cumplió su prestación la circunstancia apuntada.  En tal contexto, las exigencias exonerativas eran mayores pues se circunscribían al casus o a hechos del accipiens (el beneficiario) o de terceros por quien no debía responder; categoría ésta en la que no podemos incluir a quien fue emplazada como intermediaria en  la recaudación material de los fondos, con un mecanismo de entrega  de lo retenido completamente ajeno a la selec​ción y posibilidad de contralor por parte del  empleado afiliado. Y ninguno de esos factores se verifican en el sublite. Existía un deber implícito de seguridad y has​ta de garantía de que lo retenido iba a tener el desti​no previsto y al cual estaba afectado.

               Por  ello  lamento no poder coincidir en esta ocasión con la opinión obiter dicta expresada por quien fue mi querido y cada día más vivo en el recuerdo compañero el Dr. Brignardello en expte 34.448 "Borda c/ Municipalidad de Lincoln" sent. del 4/4/2000 LS  41  nº 76, en cuanto a que no entraba entre  las  obligaciones del Sindicato salvar o suplir el incumplimiento de la Municipalidad. Sin perjuicio de señalar que conforme se desprende  de  la lectura de ese fallo mediaron intima​ciones fehacientes para la entrega de lo retenido, lo que demuestra al menos una mínima diligencia en pro de la subsistencia de la cobertura y  pretendido  deslinde de responsabilidades, lo que aquí no ocurrió en forma previa al hecho y que tal precedente revela que el com​portamiento de la Municipalidad no era algo impensable o imprevisible, entiendo que no se  trataba  de  suplir incumplimientos  ajenos  sino  de evitar el propio, ha​ciéndose cargo de las consecuencias asumidas por la que en  definitiva resultó una mala elección de la forma de percepción  de  los importes de la prima. El débito di​recto de los haberes por parte de la empleadora tenía la ventaja de ser un sistema ágil, administrativamente m s  sencillo  y conducente para evitar la morosidad de los afiliados; pero como contrapartida la inclusión de un  intermediario en la operatoria, con las vicisitudes propias,  y por ende también afrontadas, de su partici​pación.

               En suma, obedeciendo el incumplimiento a la omisión de diligencias que exigía la naturaleza de la obligación, cabe responsabilizar al Sindicato toma​dor del seguro colectivo de vida por los daños y per​juicios irrogados al beneficiario que había cumplido la prestación a su cargo, al ver frustrado su derecho a la indemnización (arts. 511, 512, 519 y 520 del C. Civil).

               4.- Pasando al otro planteo impugnativo, el del Municipio, lejos está de advertirse defectos en la sentencia que la invaliden como acto  jurisdiccional válido. No sólo está fundada, sino que lo ha sido co​rrectamente, la desestimación de su defensa de falta de legitimación pasiva y la extensión de la condena. 

               En primer lugar, es de señalar  que  "El tercero interviniente, una vez admitida su interven​ción, deja de ser tercero para convertirse en una parte más" (Yáñez Álvarez, "La intervención de terceros en el proceso  civil",  JA  1970-27),  es decir, el tercero a quien se sindica como "parte  sustancial" (responsable concurrente o exclusivo del daño) asume entonces,  tam​bién, el carácter de "parte procesal". Traído al proce​so  por ambas partes, más allá de las afirmaciones que efectuara  a fs. 97/99, se lo tuvo por parte en el des​pacho de fs. 100/101, lo que devino firme por no haber​se impugnado por el propio recurrente. Es decir, que además de haberse consentido anteriormente tal carácter por lo que no puede ser reeditada esa cuestión en esta instancia, esa circunstancia le permitió ejercer los derechos que en el  juicio  tiene  como  tal  (SCBA  Ac 73275, 3/10/2001) y hace factible su condena ya que "El art. 96 del C. P. C. al expresar que "en  todos  los  su​puestos la sentencia dictada después de la intervención del tercero lo afectar  como a los litigantes principa​les" quiere significar que, en estos casos, el demanda​do y el tercero pueden ser ejecutados, de otro modo no podría afectarle a este último la decisión si no se  le extendieran  todos los efectos prácticos de la misma en un proceso en el que ha participado" (SCBA, Ac 33128  S 7-8-1984  "  Bodoriquian";  Ac 42965 S 27-11-1990 "Mon​tes";  AC 54456 S 21-10-1997 "Becerra"; el ya citado AC 

73275  "Tisi"). Ello no viola el principio de congruen​cia, dado que además de poder hacerse mérito de los he​chos constitutivos, modificativos o extintivos produci​dos  durante la sustanciación (SCBA, Ac 33128 S 7-8-1984; Ac 48548 S 26-10-1993 ; Ac 54375 S 5-3-1996), la exposición del objeto del proceso y los términos del pedido de citación actoral en el escrito introductorio de fs. 54/59 conllevaban una pretensión de condena a su respecto más allá de la forma de su emplazamiento. Se encuentra satisfecho por otra parte - y en esto radica el núcleo central de la queja-, tal como se ver, la relación obligacional con la actora que hace procedente esa extensión (CC0002 QL 2017 RSD-2-99 S 9-2-1999, JU​BA B2950536) ya que en lo que relacionado a la misma la utilidad del pronunciamiento perseguido no es  para  su oponibilidad en  una  acción posterior de regreso o contribución, sino que resulta de esa misma vinculación debatida y dilucidada.

               Aclarado ello, en consideraciones plena​mente compartibles se ha expresado: "Sin perjuicio de no integrar la Municipalidad demandada, la relación ju​rídica sustancial en tanto el tomador del seguro es el Sindicato en el cual se encontraba afiliado el causan​te, su responsabilidad surge de la retención de sumas correspondientes a la prima del seguro, en los haberes del mismo y no haber efectuado los pagos. Tal incumpli​miento, dio lugar a la caducidad de la póliza, y el consiguiente perjuicio a la beneficiaria del seguro que sin dudas debe ser reparado. Adviértase el carácter de tercero de la misma, en relación al contrato de  seguro celebrado entre las demandadas y por lo tanto, sus dis​posiciones le resultaban "inter alios acta" por inopo​nibles. Y su intervención recién se inicia con el acae​cimiento  del siniestro, imponiéndose de la ruptura del contrato, a la cual era completamente ajena. Ante ese incumplimiento contractual, la  responsabilidad de la Municipalidad deviene ineluctable y por consiguiente, debe responder en la medida del seguro."(CC0000 DO 83829 RSD-181-6 S 7-6-2006, "Calegari, Yolanda c/ Sin​dicato de Trabajadores Municipales de la Costa s/In​cumplimiento de contrato, Daños y Perjuicios" JUBA B950922).

               Dijo  correctamente  el Dr. Brignardello en el precedente aludido que las obligaciones incumpli​das de la demandada encuadran en las del  mandatario o bien en las del gestor de negocios. Irrelevante es que conociera o no quien era la aseguradora e incluso los términos del seguro contratado. La gestión encomendada o libremente asumida se limitaba a la deducción de de​terminadas sumas de los haberes mensuales que pagaba a sus empleados afiliados al sindicato y de la entrega al tomador de las primas retenidas. Y no cumplió en tiempo oportuno esta última obligación, con las consiguientes derivaciones perjudiciales a la finalidad de aquel contrato. De las misivas cuyas copias obran a fs. 21 y 93 surge claramente la admisión de que se venía comportando  como un agente de retención a favor del sindica​to, y para ello también es indiferente que tal desempe​ño estuviese fuera de cualquier obligación legal o incluso en contradicción con el  marco regulatorio de decretos anteriores. Lo cierto es que existiendo un en​cargo, o aún en la inverosímil y agravante hipótesis de que actuase motu propio sin autorización previa, des​contó y retuvo sumas afectadas a un fin que conocía co​mo  se  desprende  del  concepto  de recibo de haberes, ingresándolas tardíamente. Y esto es más que suficiente para generar su responsabilidad que opera de modo casi automático, sin necesidad de investigar mayormente el aspecto intencional o subjetivo  de su conducta. Los términos de la carta documento cuya copia obra  glosada a fs. 94 me eximen de mayores comentarios y revelan que la  postura defensiva y recursiva es rayana en la teme​ridad y malicia. No solo reconoce a través de ella el retraso, sino que lo excusa en las graves dificultades financieras de los municipios, cuando de lo que se tra​taba no era de fondos propios sino ajenos, indisponi​bles aunque sea temporariamente como tales, ya que sus facultades estaban circunscriptas al cobro y entrega al tomador (arts.  1904,  1909, 1911, 1915, 2288, 2290, 2291, 2296, 1197, 1198 y conc. C. Civil).

Por lo que llevo dicho doy mi voto POR LA AFIRMATIVA.-

               Los Señores Jueces Dres. Castro Durán y Rosas, aduciendo análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-

A LA SEGUNDA CUESTION, el Señor Juez Dr. Guardiola, di​jo:

               Atento el resultado arribado al tratar la cuestión anterior, preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168 de  la Constitución Provincial y 272 del CPCC-, estimo que Co​rresponde:

               I.- CONFIRMAR la sentencia apelada, con costas de Alzada  a los recurrentes vencidos (art. 68 del CPCC). Difiérese la regulación de honorarios profe​sionales para su oportunidad (arts. 31 y 51 de  la  ley 8904).-

ASI LO VOTO.-

               Los Señores Jueces Dres. Castro Durán y Rosas, aduciendo análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-

               Con lo que se dio por finalizado el pre​sente acuerdo que firman los Señores Jueces por ante mí: FDO. DRES. JUAN JOSE GUARDIOLA, RICARDO MANUEL CASTRO DURAN Y PATRICIO GUSTAVO ROSAS, ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA (Secretaria).- 

///NIN, (Bs. As), tres de Julio de 2.008.-

               AUTOS Y VISTO:

               Por los fundamentos consignados en el acuerdo que antecede, preceptos legales citados y  en cuanto ha sido materia de recurso - artículos 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC-, SE RESUELVE:
               I.-  CONFIRMAR la sentencia apelada, con costas de Alzada  a los recurrentes vencidos (art. 68 del CPCC). Difiérese la regulación de honorarios profe​sionales para su oportunidad (arts. 31 y 51 de la ley 8904).-

               Regístrese, notifíquese y oportunamente remítanse al Juzgado de origen.- FDO. DRES.: JUAN JOSE GUARDIOLA, RICARDO MANUEL CASTRO DURAN Y PATRICIO GUSTAVO ROSAS, ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA (Secretaria).- 

